Poder Judicial de la Nación


JUZGADO 74

1. Extensión de responsabilidad. Etapa de ejecución.                                                                               

1.1.  Incidente.    
 Encuentro de tal suerte plenamente justificado entender que la nueva figura social puede ser alcanzada por la responsabilidad de los socios Antonio, Roberto y Osvaldo Salvia que transformaran la sociedad de hecho en aquélla y continuaran – como ya se señalara- el vínculo habitual con “Sancor”. Ellos mismos lo entendían así, lo que se evidencia con las presentaciones de Antonio Rafael Salvia como presidente de la Sociedad Anónima, en la inteligencia de que actuaba en nombre propio y de sus hermanos, es decir por los condenados en autos de la causa, actitud que abandonan (ver fs. 535) cuando advierten que es posible atacar también a la nueva persona ideal.   

Luego, como bien lo señalaran los antiguos letrados de los Salvia, el propio Antonio Salvia acompaña el instrumento de fs. 459, el que sirve para poner en evidencia que la relación comercial habida entre los Salvia y “Sancor” no se modificó al convertirse aquéllos en una S.A.: ¿por qué otra razón tendrían que ser descontadas las sumas abonadas al perito contador  de autos por parte de “Sancor” a la sociedad anónima si la misma no tiene nada que ver con la antigua sociedad de hecho?.

JNT N° 74 Expte. N° Sent. Int. N° 13 del 19/11/1997 “Doican, Héctor Eduardo c/Salvia, Antonio Rafael y otros s/ despido”.
He destacado reiteradamente con cursiva la palabra "incidente", puesto que hubiera sido a criterio de los co-demandados la vía más idónea para la presente cuestión: una incidencia dentro de la propia etapa de ejecución del expediente principal.

Comparto este criterio que, curiosamente, no obstante ser el opuesto a la doctrina más generalizada seguido por la parte en torno a la prescripción, en este punto abandona.  

En efecto, no advierto violación alguna al derecho de defensa si se abre el incidente a prueba (lo que podría no ser necesario en el caso de una tercería de dominio en la que ya se produjera la misma, como en el precedente "Ibelli") y se ordinarizan los plazos, de modo de otorgar todas las garantías. 

Sí, en cambio, considero perjudicial el obligar o bien a cambiar de fuero para lograr la ejecución de fallo (mecánica anatematizada en el precedente de la justicia comercial, in re "Cancela Echegaray, Guillermo c/ Compartime  S.A.”, de la Sala A, 7 de noviembre del 2002), o bien iniciar otra demanda como sucediera en la especie, puesto que de tratarse de una hipótesis de fraude, lo que se otorga es precisamente lo que se necesita: tiempo. De no serlo, a nadie perjudica discutir en la etapa de ejecución del proceso originario, sin con todas las garantías se investiga.

JNT N° 74 Expte N° 13.993/2001 Sent. N° 2016 del 29/06/2004 “Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido”.

Con ello quiero decir que, de producirse una insolvencia fraudulenta al tiempo de intentarse el cobro de la presente condena, puede tornarse necesaria la ordinarización del proceso y la producción de prueba (art.144 LO), aún en etapa de ejecución, a fin de definir su responsabilidad en el hecho, de conformidad con los conocidos precedentes "Ibelli" y "Doican" (CNAT, Sala III, SD 47.537, del 4/11/97 in re “Ibelli, Emilio c/ Dam SRL” y este mismo juzgado,  SI 13, del 19/11/97, in re “Doican, Héctor Eduardo c/Salvia, Antonio Rafael y otros s/ despido”, comentados.
JNT N° 74 Expte N° 26.940/2002 Sent. Int. N° 312 del 28/12/2004 “ De Santis, Carlos Alberto Vicente c/ Ormas Ingeniería y Construcciones S.A. y otros s/ ejecución de créditos” 

1.2. Sucesión por escisión. 

De todo ello se deriva que la obligación asumida mediante el instrumento de fs.9/11 por la Sociedad Anónima, también ha de alcanzar a Ormas Sociedad Anónima, Industrial, Comercial, Inmobiliaria y Constructora, por tratarse de una obligación vigente al tiempo del traspaso. 

JNT N° 74 Expte N° 26.940/2002 Sent. Int. N° 312 del 28/12/2004 “ De Santis, Carlos Alberto Vicente c/ Ormas Ingeniería y Construcciones S.A. y otros s/ ejecución de créditos”

1.3. Impertinencia de la vía autónoma. Procedencia de la extensión. Competencia del juez principal.

Y digo, "en principio", porque lo que se discute en el incidente de extensión, es precisamente si, por el contrario, se trata de las mismas personas demandadas que, a través de la constitución de nuevas entidades buscan no satisfacer las condenas, creando nuevas (en el caso de las personas de existencia ideal), o pasando directamente sus bienes a otras (de existencia ideal o física) -hipótesis invocada en el sub lite- como en las causas  “Ibelli, Emilio c/ Dam SRL”  de la CNAT, Sala III, SD 47.537, del 4/11/97 y “Doican, Héctor Eduardo c/Salvia, Antonio Rafael y otros s/ despido”, JNT, Nto.74, SI 13, del 19/11/97,  que fueran comentados muy favorablemente por  Lino Palacio en LL el 21/5/02. 

De modo que la causa del incidente es completamente diferente a la de la principal u originaria (como en  la especie), en la que se discutieron las condiciones del contrato de trabajo. En el incidente, o en el expediente derivado como en el sub lite, lo que se discute es esa transformación y/o vaciamiento fraudulento, que impediría el cumplimiento de la sentencia originaria.  

JNT N° 74 Expte N° 13.993/2001 Sent. N° 2016 del 29/06/2004 “Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido”.
Esto, a su vez, me lleva otra cuestión. He destacado reiteradamente con cursiva la palabra "incidente", puesto que hubiera sido a criterio de los co-demandados la vía más idónea para la presente cuestión: una incidencia dentro de la propia etapa de ejecución del expediente principal.

Comparto este criterio que, curiosamente, no obstante ser el opuesto a la doctrina más generalizada seguido por la parte en torno a la prescripción, en este punto abandona.  

En efecto, no advierto violación alguna al derecho de defensa si se abre el incidente a prueba (lo que podría no ser necesario en el caso de una tercería de dominio en la que ya se produjera la misma, como en el precedente "Ibelli") y se ordinarizan los plazos, de modo de otorgar todas las garantías. 

Sí, en cambio, considero perjudicial el obligar o bien a cambiar de fuero para lograr la ejecución de fallo (mecánica anatematizada en el precedente de la justicia comercial, in re "Cancela Echegaray, Guillermo c/ Compartime  S.A.”, de la Sala A, 7 de noviembre del 2002), o bien iniciar otra demanda como sucediera en la especie, puesto que de tratarse de una hipótesis de fraude, lo que se otorga es precisamente lo que se necesita: tiempo. De no serlo, a nadie perjudica discutir en la etapa de ejecución del proceso originario, si con todas las garantías se investiga.

JNT N° 74 Expte N° 13.993/2001 Sent. N° 2016 del 29/06/2004 “Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido”.
1.4. Prescripción decenal. 
De modo que el plazo a computar es de diez años, en virtud de lo normado por el artículo 4023 del Código Civil, plazo que comenzara a correr desde el 17 de octubre del 2000 (ver fs.331vta. de la causa originaria y fojas precedentes),  oportunidad para la cual ya quedaba en claro que no podía hacerse efectivo el cumplimiento de la sentencia. Desde ese momento, hasta que fuera interpuesta la presente demandada (18 de julio del 2001), obviamente no se encontraba agotado el plazo prescriptivo.
JNT N° 74 Expte N° 13.993/2001 Sent. N° 2016 del 29/06/2004 “Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido”.
1.5. Insolvencia fraudulenta.
Luego, precisamente, y contrariamente a lo que sostienen algunos co-demandados, es la insolvencia durante el proceso de ejecución el motor de este nuevo reclamo.
JNT N° 74 Expte N° 13.993/2001 Sent. N° 2016 del 29/06/2004 “Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido”.

Sobre el tema, ha dicho el Dr. Vázquez Vialard que   “distinto es el caso si la sociedad es insolvente; allí sí hay argumentos para que prescindiendo de la forma jurídica utilizada, se responsabilice al socio controlante en la medida que ha utilizado una ¨pantalla¨para evadir sus obligaciones (no solo por el hecho de tener aquel carácter)”...........y ”por razones de economía procesal a fin de evitar un nuevo juicio, el socio controlante podría ser demandado en forma subsidiaria junto con la sociedad, para el caso de que se acreditara la insolvencia de ésta” (compartiendo nuestro criterio sobre el punto, expuesto al inicio de los considerandos).

También dijo que “el hecho de que una empresa ¨ se haya esfumado no siempre permite esa solución”  …...para que suceda “hay que acreditar (o por lo menos, ello debe surgir de una fuerte presunción, lo que a mi juicio sucede innegablemente en la especie), que la figura utilizada lo fue al solo efecto de hacer un uso abusivo de la máscara para limitar la responsabilidad”...”frente a la situación planteada, desaparición de todos los bienes y la actitud del o de los gerentes...de negar el destino de aquéllos y de la documentación contable que registra su estado, la cuestión pudo encontrar una vía de solución  -tan moralizadora como la arbitrada en el caso- a través de la que impone la propia ley de sociedades comerciales. Esta los obliga a responder ilimitada y solidariamente por los daños y perjuicios que resultaren de su acción u omisión (art.59, LSC)”.

Y sostuvo que “es cierto que una sociedad, constituida de acuerdo con lo que permite la ley, si en el desarrollo de sus tareas se desvía de su función, posibilita la aplicación al caso de la teoría de la desestimación de la personería, por lo que habrá que probar esa ¨desviación¨ en el ejercicio de su actividades” (todas las cursivas me pertenecen). (Conf. Vazquez Vialard, “La Aplicación de la Teoría de la desestimación de la  forma de la persona jurídica en el Derecho del Trabajo” TySS 1973/1974, Pág.620 y sgtes y  en el mismo sentido la CSJN in re “Palomeque Aldo R y Benemeth SA y otros” 3/4/03, con corrección del fundamento normativo).   
JNT N° 74 Expte N° 13.993/2001 Sent. N° 2016 del 29/06/2004 “Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido”.

1.6  Incumplimiento de Sentencia. Insolvencia. Extensión.
Tal conclusión, se suma al hecho de que justamente 3 meses y 20 días antes del dictado de la sentencia definitiva en estas actuaciones (27/10/2004) se diera de alta la nueva sociedad PORTE NUEVO SA (08/06/04,ver fs. 185/194) y que con fecha 8/11/2004 se decretara la quiebra de BLUE BAY SA (ver fs. 271), lo que claramente habilita a considerar que tales conductas tuvieron un solo objetivo, cual fue el evitar el efectivo cumplimiento de la sentencia que se dictara en estas actuaciones, configurándose en consecuencia una insolvencia fraudulenta, de la que participaran tanto la condenada en autos BLUE BAY SA como PORTE NUEVO SA.  

Sobre el tema, ha dicho el Dr. Vázquez Vialard que   “distinto es el caso si la sociedad es insolvente; allí sí hay argumentos para que prescindiendo de la forma jurídica utilizada, se responsabilice al socio controlante en la medida que ha utilizado una ¨pantalla¨para evadir sus obligaciones (no solo por el hecho de tener aquel carácter)”...........y ”por razones de economía procesal a fin de evitar un nuevo juicio, el socio controlante podría ser demandado en forma subsidiaria junto con la sociedad, para el caso de que se acreditara la insolvencia de ésta” (compartiendo nuestro criterio sobre el punto, expuesto al inicio de los considerandos).

También dijo que “el hecho de una empresa ¨se haya esfumado´no siempre permite esa solución”  …...para que suceda “hay que acreditar (o por lo menos, ello debe surgir de una fuerte presunción, lo que a mi juicio sucede innegablemente en la especie), que la figura utilizada lo fue al solo efecto de hacer un uso abusivo de la máscara para limitar la responsabilidad”...”frente a la situación planteada, desaparición de todos los bienes y la actitud del o de los gerentes...de negar el destino de aquéllos y de la documentación contable que registra su estado, la cuestión pudo encontrar una vía de solución  -tan moralizadora como la arbitrada en el caso- a través de la que impone la propia ley de sociedades comerciales. Esta los obliga a responder ilimitada y solidariamente por los daños y perjuicios que resultaren de su acción u omisión (art.59, LSC)”.

Y sostuvo que “es cierto que una sociedad, constituida de acuerdo con lo que permite la ley, si en el desarrollo de sus tareas se desvía de su función, posibilita la aplicación al caso de la teoría de la desestimación de la personería, por lo que habrá que probar esa ¨desviación¨ en el ejercicio de su actividades” (todas las cursivas me pertenecen). (Conf. Vazquez Vialard, “La Aplicación de la Teoría de la desestimación de la  forma de la persona jurídica en el Derecho del Trabajo” TySS 1973/1974, Pág.620 y sgtes y  en el mismo sentido la CSJN in re “Palomeque Aldo R y Benemeth SA y otros” 3/4/03, con corrección del fundamento normativo).   

JNT N° 74 Expte N° 27.216/2003 Sent. Int. N° 79 del 14/04/2008 “Herrera, Esteban Leonardo c/ Blue Bay SA s/ despido”.

1.7. Identidad
Por lo tanto, a la luz de la prueba rendida, no solo observo que las personas físicas y de existencia ideal co-demandadas no desvirtúan las numerosas presunciones en las que se encuentran incursas, sino que el actor ha resultado activo en la producción de prueba, la que permite confirmar la existencia de una circularidad, en los "dueños" de Schiaffino SRL, Jorge González y Jorge Alberto Gonzáez, quienes constituyeran Pizza Cero SRL y San Isidro Pizza SRL, siendo a su vez los otorgantes de la franquicia de  Pizza Cero a Emprendimientos 2001, y los garantes de la locación del inmueble de Schiaffino 2009, el mismo que ocuparan con Schiaffino SRL, lo que los devuelve al origen, curiosamente, para llevar adelante el mismo emprendimiento de siempre y con los mismo bienes, que "le vendieran" los González a Emprendimientos 2001, provando el final vaciamiento.. 

      A fin de clarificar todo lo dicho, acompaño la presente tabla de contenidos:

	PIZZA CERO SRL

28/8/85

(creada el 13/8/84)
	San Isidro Pizza SRL

25/11/87 (creada 5/1/87)
	Schiaffino SRL

29/7/93
	Pizza Cero S.A.

26/12/00
	Empren-dimientos 2001 SRL


	Pizcero SA

19/2/01
	Dititar SA

19/2/69

	Jorge Gonzále

Jorge Alberto Gonzále Miguel García (vende sus acciones el 30/1/86)

Gabriel Blanco (vende sus acciones el 30/12/86)

Carlos D´Giano
	Jorge González

Jorge Alberto González
	Jorge Gonzalez

Jorge Alberto Gonzalez (disponen, 

al 23/12/99, del 98% de las acciones)
Acevedo
	Sabino Blanco Junquera

Herbert Hugo Rodriguez
	
	
	

	Cerviño 3701

(el mismo domicilio de Pizza cero S.A., pero socios diferentes)
	Tres de Febrero Cerviño 3717,1 B
	Schiaffino 2009

 Rca. Arabe Siria 3208

Mar del Plata.
	Cerviño 3701
	Schiaffino 2009
	
	

	
	
	
	Se celebra el contrato de franquicia con Emprendimientos 2001 SRL, por  la marca Pizza Cero y sus fiadores, los González, denuncian como domiiclio el de Cerviño 3717, 1 B (el mismo de San Isido Pizza SRL, donde los González son los socios mayoritarios).
	
	
	Alquila el local de Schiaffino 2009 a Emprendi-

mientos 2001 SRL, y son los garantes Jorge González y Jorge Alberto González


JNT N° 74 Expte N° 13.993/2001 Sent. N° 2016 del 29/06/2004 “Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido”.
A todo lo expuesto habrá que agregar una presunción: la que surge de la homonimia entre Pizza Cero SRL, Pizza Cero S.A. y Pizcero S.A., lo que no puede favorecerles dada la confusión a la que se presta y que por lo tanto los coloca, en principio, en situación de probar su buena fe, tal y como lo ha establecido la Cámara Comercial, Sala E, in re “Norfabril SRL c/ Norfabril S.A.”, del 29 de junio del 87.
JNT N° 74 Expte N° 13.993/2001 Sent. N° 2016 del 29/06/2004 “Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido”.
A los efectos de analizar las constancias de la causa, sistematizaré los argumentos esgrimidos por el presentante para fundamentar la extensión de la responsabilidad impuesta en el decisorio de fs. 93/105 respecto a “AGRO MEDIOS ARGENTINA SA” y “MEDIOS ARGENTINA SRL”, en 4 items: a) identidad de personas; b)identidad de objeto social; c)identidad entre la persona autorizada para la inscripción de “Agro Medios…” con el letrado patrocinante de los aquí condenados y d)identidad de domicilios entre “Forum…”,“Medios  SRL” y “Agro Medios Argentina SRL”.    
JNT N° 74 Expte N° 3617/01 Resolución del 13/03/2008 “Silva, Carolina Renee c/ Forum Argentino de Producción Agropecuaria SRL y otro s/ despido”.
1.8. Causa del Incidente
  De modo que la causa del incidente es completamente diferente a la de la principal u originaria (como en  la especie), en la que se discutieron las condiciones del contrato de trabajo. En el incidente, o en el expediente derivado como en el sub lite, lo que se discute es esa transformación y/o vaciamiento fraudulento, que impediría el cumplimiento de la sentencia originaria...Luego, precisamente, y contrariamente a lo que sostienen algunos co-demandados, es la insolvencia durante el proceso de ejecución el motor de este nuevo reclamo. 
JNT N° 74 Expte N° 3617/01 Resolución del 13/03/2008 “Silva, Carolina Renee c/ Forum Argentino de Producción Agropecuaria SRL y otro s/ despido”.

1.9. Incidente. Derecho de Defensa

He destacado reiteradamente con cursiva la palabra "incidente", puesto que hubiera sido a criterio de los co-demandados la vía más idónea para la presente cuestión: una incidencia dentro de la propia etapa de ejecución del expediente principal. Comparto este criterio que, curiosamente, no obstante ser el opuesto a la doctrina más generalizada seguido por la parte en torno a la prescripción, en este punto abandona.             

JNT N° 74 Expte N° 3617/01 Resolución del 13/03/2008 “Silva, Carolina Renee c/ Forum Argentino de Producción Agropecuaria SRL y otro s/ despido”.
1.10. Responsabilidad de la continuadora. Advertencia en la sentencia. Hecho nuevo.
Ahora bien, en la especie, procede señalar que a fs. 95 y sgtes y previo al dictado de la sentencia definitiva – que tuviera presente tal circunstancia  para la eventualidad de una insolvencia (ver fs. 121,4to párrafo)-, la accionante  denunció como hecho nuevo  haber tomado conocimiento  de que el empleador había cambiado el  nombre de la razón social y el de fantasía del local donde laboraba, continuando con el mismo mobiliario, rubro y clientela. Peticiona se extienda la responsabilidad y condena que solicita en su demanda, a la continuadora de la demandada. En dicha presentación recordaba que  tal maniobra no era nueva sino que  ya se había verificado con anterioridad a que el actor comenzara a trabajar para la demandada, efectuando a fin de fundamentar sus dichos la individualización de los cambios de denominación habidos: de PORTEZUELO SA pasó a ser  BLUE BAY SA y meses antes de esta presentación  PORTENUEVO SA, denunciando asimismo nombres de los socios y porcentaje  del paquete accionario de los mismos.   
JNT N° 74 Expte N° 27.216/2003 Sent. Int. N° 79 del 14/04/2008 “Herrera, Esteban Leonardo c/ Blue Bay SA s/ despido”.

1.11 Transferencia.
 Por último, también resulta aplicable el capítulo de la transferencia de la LCT (artículos 225 y cctes.), toda vez que, en los hechos, medió una velada cesión en la que se obviaran todas las formalidades legales, aún de una transferencia del fondo de comercio.
JNT N° 74 Expte N° 27.216/2003 Sent. Int. N° 79 del 14/04/2008 “Herrera, Esteban Leonardo c/ Blue Bay SA s/ despido”.

1.12. Extensión. Teoría del Disregard. Empleador Pluripersonal.

Consecuentemente, a la luz de lo normado por el artículo 54 de la ley de sociedades comerciales, corresponde extender la condena  dictada en estos autos a la sociedad “PORTE NUEVO SA”. Pero también corresponde hacerlo por imperio de la ley de contratos. En efecto,  surge de los artículos 5 y 26 de la LCT, la posibilidad de que el empleador sea pluripersonal, debidamente complementados con el artículo 6 por el criterio del establecimiento.

JNT N° 74 Expte N° 27.216/2003 Sent. Int. N° 79 del 14/04/2008 “Herrera, Esteban Leonardo c/ Blue Bay SA s/ despido”.

SALA III

Extensión de responsabilidad. Medida cautelar

Vías preparatorias por insolvencia

El actor inicia demanda contra Susana Quintieri, Impresora Elcano SRL, Silvina Soledad Di Menna y Alejandro Damián Schillaci. El 4.8.09 inició una medida cautelar previa a demandar contra Susana Quintieri, la que fue rechazada. En ese marco es donde queda claro que a medida que pasó el tiempo, el actor habría ido adquiriendo precisiones con las que no contaba, en la medida cautelar originaria y que habría ido develando el carácter del empleador común (art.26 LC)), bajo cualquiera de las variantes posibles. En ese caso, la actividad ante el Seclo con Quintieri, quien aparece en esta línea argumental como factotum, sería oponible al resto.

Cristaldo, Gonzalo Matias c/ Quintieri, Susana y otros s/ despido” S.D. 

Voto Cañal- Rodríguez Brunengo.

1.   Extensión de responsabilidad. Medida cautelar

Vías preparatorias por insolvencia

Todo lo dicho podría exceder el marco de lo demandado, de manera que no es posible abrir juicio en esta etapa procesal, en donde ni siquiera se trabó la litis. Pero tampoco es factible, con las evidencias que sí se cuentan, negar de manera adjetiva el acceso a la jurisdicción, que lleva dos años y cuatro meses de trámite. Puesto que, de lo contrario, no se habría otorgado la medida cautelar sobre bienes de quien no fuera al Seclo, donde se traba embargo preventivo a Impresora Elcano SRL, para recién después hacerlo sobre Susana Quintieri, en segundo término, quien sí compareció a la instancia previa. En el punto, debe jugar necesariamente ahora y para el futuro, como un principio rector el que emerge del art. 163, inc. 5º del CPCCN, oficiando la conducta procesal de las partes como un indicio probatorio.

Cristaldo, Gonzalo Matias c/ Quintieri, Susana y otros s/ despido” S.D. 

Voto Cañal- Rodríguez Brunengo.

1. Extensión de responsabilidad. Etapa de ejecución.                                                                               

Incidente

Transferencia art. 225 LCT

Confusión conceptual en las extensiones

Defensas de prescripción y cosa juzgada

Se presenta Aquavit SA y solicita que se suspenda la ejecución. Si bien alega que acompaña la siguiente documental: el contrato de compraventa Mobiliara, el contrato de cesión de derechos de propiedad intelectual, una c.d. por la cual Galpinmo SRL intima a los demandados a que desocupen el inmueble de la calle Gorriti 5870 y el convenio de rescisión del contrato de locación que uniera a Galpinmo SRL con La Boufee. En primer término, señalo, que existe una confusión habitual en la doctrina, en relación con el tema de extensiones de condena a sujetos, en principio, no demandados ni condenados. Digo en principio, porque lo que se discute es precisamente si, por el contrario, se trata de las mismas personas demandadas que, a través de la constitución de nuevas entidades buscan no satisfacer las condenas, creando nuevas (en el caso de las personas de existencia ideal) o pasando directamente sus bienes a otras (de existencia ideal o física).

Coolican, Juan Pablo c/ La Bouffe SA y otro s/ despido. S I 62.257 del 28/2/12, votos Cañal-Catardo

   Incidente

2  Transferencias art. 225 LCT

     Confusión conceptual de las extensiones

     Defensas de prescripción y cosa juzgada

La causa del incidente, es completamente diferente a la del principal u originaria, en la que se discutieron las condiciones del contrato de trabajo. En el incidente, lo que se debate es esa transformación y7o vaciamiento, que impediría el cumplimiento de la sentencia originaria. De ahí que resultan impertinentes en estas causas, las defensas de incompetencia, cosa juzgada y prescripción, porque todas partes de la referida confusión.

Coolican, Juan Pablo c/ La Bouffe SA y otro s/ despido. S I 62.257 del 28/2/12, votos Cañal-Catardo

1.1   Incidente

  Transferencias art. 225 LCT

1.3     Confusión conceptual de las extensiones

1.4     Defensas de prescripción y cosa juzgada

La incompetencia, por no advertir que se discute un aspecto central del mismo proceso, en términos del incidente (art, 6 del CPCCN), y que hace al cobro del crédito. La cosa juzgada porque el incidente de extensión es una “consecuencia” propia de la etapa de ejecución, que tiene por “causa” la sentencia definitiva, y su objeto, precisamente, intentar demostrar que el “sujeto” condenado se ha travestido en otro, insolventándose o que como en la especie, medió una cesión indiferente para el trabajador. De lo dicho, se deriva, que mal se podría hablar de una prescripción anual, cuando lo debatido tiene que ver con el dictado de la sentencia en sí y su ejecución (art, 4023 del CC) y no con el plazo para formular la demanda laboral.

Coolican, Juan Pablo c/ La Bouffe SA y otro s/ despido. S I 62.257 del 28/2/12, votos Cañal-Catardo

1.1    Incidente

1.2  Transferencias art. 225 LCT

1.3  Confusión conceptual de las extensiones

1.4  Defensas de prescripción y cosa juzgada

De los propios dichos de la incidentista surge que en la actualidad, Aquavit SA  ejerce la explotación del local ubicado en Gorriti 5870 CABA, bajo el mismo nombre de fantasía (Olsen), que explotaba La Bouffe SA. En ese marco, resulta aplicable lo dispuesto por el art. 225 de la LCT, que considera adquirente a todo aquel que pasare a ser titular del establecimiento, por cualquier título. Es decir, “comprador”, “usufructuario” o “arrendatario”, y asimismo, debe entenderse por “obligaciones existentes a la época de la transmisión”, las devengadas o contemporáneamente a la transferencia.

Coolican, Juan Pablo c/ La Bouffe SA y otro s/ despido. S I 62.257 del 28/2/12, votos Cañal-Catardo

1.1    Incidente

1.2  Transferencias art. 225 LCT

1.3  Confusión conceptual de las extensiones

1.4  Defensas de prescripción y cosa juzgada

La circunstancia de que haya cambiado la titularidad de la empresa y que el trabajador pueda desconocer la transferencia del establecimiento, no impide que se encuadre el caso en estudio, en las previsiones del art. 228 de la LCT, que regular la responsabilidad solidaria entre el cedente y el cesionario, frente a las obligaciones emergentes del contrato de trabajo.

Coolican, Juan Pablo c/ La Bouffe SA y otro s/ despido. S I 62.257 del 28/2/12, votos Cañal-Catardo

Incidente de Extensión

Titular de marcas

Las sociedades contra las cuales la accionante deduce su planteo de extensión de responsabilidad fueron constituidas por una misma persona –Bernardo Carlos Weinert-, tienen un objeto social similar e idéntico domicilio legal y fiscal. Considero que la actora como empleada administrativa y facturista de todos los productos de Bodega y Cavas de Weintert SA también benefició a Cavas de Weinert SA. Ello, ya que esta era propietaria por la transferencia de la marca de dos productos –“Carrascal” y “Cavas de Weinert SA”-, que seguía produciendo Bodega y Cavas de Weinert SA y que también realizaba operaciones, lo que permite inferir que se trató de empresas que se confundieron en su dinámica y que se fueron sucediendo en los términos de los arts. 228 de la LCT (y aún podría  pensarse, eventualmente, en un conjunto económico, art. 31 LCT).

Ayala, Gladys Amelia c/ Bodega y Cavas de Weinert SA y otro s/ despido” S.D. 92.914 del 22/12/11. Votos Cañal-Rodriguez Brunengo.

    Incidente de Extensión

1.2    Titular de marcas

En la especie, Bodega y Cavas de Weintert cedió las marcas “Carrascal” y “Cavas de Weinert SA” s “Cavas de Weiner, y sin embargo, la primera empresa continuaba produciendo y comercializando los mismos productos que habían sido objeto de la transferencia con posterioridad a la cesión de marcas. La circunstancia de que cambie la titularidad de la empresa, y que la trabajadora pueda desconocer la transferencia en atención a la analogía de los nombres de las sociedades, no modifica la relación que la dependiente mantuvo con el grupo de trabajo y que la trabajadora no interrumpió la prestación de servicios destinada al logro de los objetivos de las personas jurídicas que se sucedieron y confundieron como titulares de la misma explotación, encuadrándose en las previsiones del art. 228 de la LCT, que regula la responsabilidad solidaria de cedente y cesionario frente a las obligaciones emergentes del contrato de trabajo..

Ayala, Gladys Amelia c/ Bodega y Cavas de Weinert SA y otro s/ despido” S.D. 92.914 del 22/12/11. Votos Cañal-Rodriguez Brunengo.

Incidente de extensión 

Prescripción. Cosa Juzgada. Competencia

Cabe memorar que lo que se discute en la especie, ya no es ni la competencia  (que sabiamente la primera instancia asumiera, por no ser el incidente de extensión una incidencia del proceso principal, que hace ni más ni menos que a la efectividad de las decisiones judiciales.  Mal podría haberlo sido, porque precisamente sobre lo que falló el Dr. Xas, anterior titular del juzgado, con su sentencia definitiva en el proceso principal, fue lo discutido en relación con el contrato de trabajo, y en cambio, lo que se decidiera en la sentencia dictada por su sucesora, Dra. Temis, es un derivado de ese decisorio, vinculado con avatares propios del proceso de ejecución. Hasta aquí, esta falta de oposición de cosa juzgada, guarda una lógica procesal. Mas la misma se pierde cuando, la incidentista pretende agotado el plazo bianual, tema completamente vinculado al anterior.

Dedieus Esther Noemi c/ Charcas 5002 SA s/ Seg. de vida obligatorio-incidente de extensión de responsabilidad”. S.D. 92.911 del 22/12/11-votos Cañal-Rodriguez Brunengo.

1.1 Incidente de extensión 

1.2 Prescripción. Cosa Juzgada. Competencia

Un gráfico puede ser de mucha ayuda para resolver el  planteo de prescripción, desde sus dos ópticas,: qué plazo debe computarse y desde cuando debe correr el mismo. [image: image1.jpg]EE
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Este gráfico, lo que nos muestra, son dos líneas de tiempo, con sus respectivas realidades. En el nivel inferior, se ubica el primer tiempo (T1) y la primera realidad (R1), en el superior el segundo tiempo, que es el que tiene lugar en el proceso (T2), en una nueva realidad, que es precisamente la del proceso judicial (R2). En el T1/R1, tienen lugar los hechos que dan motivo al proceso judicial, el que se inicia en el T2/R2, a través de la traba de la litis (TrL), y que se continua mediante la etapa de conocimiento (EC), hasta el dictado de la sentencia (SD).Ese primer tramo de ese T2/R2, tiene por objeto investigar los sucesos del T1/R1. Es decir, que procura “conocer” cómo fueron los hechos en la realidad que precede al juicio y que lo motivan, a fin de que el juez pueda, al culminar la etapa probatoria, realizar la atribución causal y solo entonces, hacer efectiva la imputación jurídica.Ese es el sentido de la primera flecha: conectar una realidad con la otra. La ficción de que la realidad de los hechos, se reproducen inductivamente, a través de la prueba producida en la causa (de ahí las x1, x2, etc, queriendo graficar las distintas medidas probatorias).Pero para hacer eso, hay una ventana procesal, a saber, el periodo prescriptivo. Hoy por hoy, de acuerdo a la redacción del artículo 256 de la LCT, la parte cuenta con dos años.Una vez dictada la sentencia, la realidad es la del proceso, y algún dato adquirido –según el caso- de la realidad previa al dictado de la sentencia, ajeno al mismo (T1/R1), o contemporáneo (T2). Quiero decir: algo que sucedió en el primer nivel, pero que no se conocía, o que sucede mientras tiene lugar el proceso. En todos los casos, obviamente, se trataría de hechos que tendrían que ver con algún intento de vaciamiento, o de alteración de los sujetos demandados y condenados. Se inicia entonces, una vez dictada la sentencia definitiva (SD), el proceso de ejecución (EE), que es justamente en el que nos encontramos en esta causa, en donde la discusión está centrada en consecuencias derivadas del dictado de la sentencia. De ahí el sentido de la flecha, que se vuelve sobre el mismo nivel del que parte. Esto evidencia porqué, no se podría estar hablando de cosa juzgada, y en consecuencia de prescripción bienal. Porque si, como ya se dijera, lo que se resolvió es en relación al T1/R!, y lo que ahora se cuestiona es algo del T1/R2, mal podría haberla cuando se está hablando de cosas distintas. El único punto en común, de la requerida triple identidad, sería el del sujeto: que es precisamente el objeto de la extensión. La investigación del mismo. Su causa, en cambio, es el dictado de la sentencia, que no se puede ejecutar. De modo que la razón de ser de la extensión no finca ni en el despido, ni en el pago en negro, o lo que fuese que se discutió en la traba de la litis, sino si los demandados y condenados permiten la efectivización del decisorio o no. Luego, advierto que la demandada incurren en una confusión habitual en la doctrina, en relación con el tema de extensiones de condena a sujetos, en principio, no demandados ni condenados.

Dedieus Esther Noemi c/ Charcas 5002 SA s/ Seg. de vida obligatorio-incidente de extensión de responsabilidad”. S.D. 92.911 del 22/12/11-votos Cañal-Rodriguez Brunengo.

1.1 Incidente de extensión 

1.2 Prescripción. Cosa Juzgada. Competencia

Lo que se discute en el incidente de extensión, es precisamente si, por el contrario, se trata de las mismas personas demandadas que, a través de la constitución de nuevas entidades buscan no satisfacer las condenas, creando nuevas (en el caso de las personas de existencia ideal) o pasando directamente sus bienes a otras (de existencia ideal o física).

Dedieus Esther Noemi c/ Charcas 5002 SA s/ Seg. de vida obligatorio-incidente de extensión de responsabilidad”. S.D. 92.911 del 22/12/11-votos Cañal-Rodriguez Brunengo.

1.1 Incidente de extensión 

1.2 Prescripción. Cosa Juzgada. Competencia

El plazo a computar la prescripción será el de diez años, en virtud de lo normado por el art´4023 del Código Civil. El mismo comenzará a correr desde el 22/5/03, oportunidad para la cual ya quedaba claro que no podía hacerse efectivo el cumplimiento de la sentencia. 

Dedieus Esther Noemi c/ Charcas 5002 SA s/ Seg. de vida obligatorio-incidente de extensión de responsabilidad”. S.D. 92.911 del 22/12/11-votos Cañal-Rodriguez Brunengo.
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